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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diez (10) de octubre de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.1060
Hora: 1:30 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora María Gladys Obando Castaño,   frente al fallo emitido el 13  de septiembre de 2017  por el Juzgado 1º  Penal del Circuito  de Dosquebradas, Risaralda,  dentro de la tutela instaurada por ella  en contra de la Unidad Para la Atención y Reparación Integral de Victimas, por considerar vulnerado el derecho fundamental a la vida en condiciones dignas, salud, integridad, igualdad, libre desarrollo de la personalidad, unidad familiar, libertad de expresión y asociación entre otros.
2. ANTECEDENTES 
2.1. La señora María Gladys Obando Castaño  y su familia son desplazados desde el año 1996 de Santuario Risaralda, donde salieron a causa del asesinato de su esposo  para el municipio de Dosquebradas, allí vivió en una invasión y a causa de un terremoto resultó damnificada y reubicada en donde vive actualmente, allí convive solo  con uno de sus hijos el cual es   discapacitado, trabaja ocasionalmente cuando no está enferma en casas de familia, sin embargo señala que no le alcanza  para cubrir sus necesidades básicas y sobre todo para acudir a citas médicas.
Solicitó a la UARIV ayudas humanitarias sin embargo hace ya varios años no le conceden ninguna, por tanto considera que se encuentra en un estado  de vulnerabilidad y su situación cada vez empeora, pues no tiene ingresos fijos y por su edad (59 años) nadie le da trabajo digno, toda esta situación la ha llevado a enfermarse.

Se acercó  a la Secretaria de Salud a fin de acceder al programa Colombia Mayor, pero tampoco la han incluido. 

Solicitó que se le tutelara el derecho fundamental a la vida en condiciones dignas, salud, integridad, seguridad personal, igualdad, libre desarrollo de la personalidad, la unidad familiar, libertad de expresión y asociación, libertad de circulación por el territorio nacional, trabajo, educación, vivienda digna, mínimo vital entre otros y se ordene a la UARIV otorgar la ayuda humanitaria de transición o prorrogas de ayuda humanitaria hasta que se supere su condición de vulnerabilidad, así como una indemnización por el homicidio de su esposo y el desplazamiento forzado. (Fls.1-5)

Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) Orden de consulta médica para Ariel Antonio Arroyave Obando; ii) Historia clínica; iii) Carnet de programa de discapacidad; iv) Cedula de ciudadanía de Ariel Antonio su hijo (Fls.6-10).

2.2 El día 31 de agosto de 2017, la accionante se hizo presente en el Juzgado 1° Penal del Circuito de Dosquebradas, a fin de rendir una declaración para la ampliación de la acción de tutela instaurada (Fl.12); Su declaración se sintetiza así:
Son sus pretensiones ser indemnizada por la muerte de su esposo, por su hijo discapacitado y el desplazamiento forzado; También recibir  una ayuda humanitaria para ella y su hijo pues en el 2001 recibió tres ayudas y desde entonces no le han dado más; Ser exonerada del impuesto predial pues al no tener empleo y sostener a su hijo Ariel no tiene con qué pagarlo; Ser incluida en el programa Colombia Mayor.
Es desplazada del municipio de Santuario – Risaralda desde el año 1996, su esposo fue asesinado al parecer por paramilitares, el 10 de mayo del mismo año en la finca donde vivían. Días después unos hombres se presentaron y le preguntaron “si quería que me pasara lo mismo que a mi esposo” por lo que se fue con sus hijos para la ciudad de Pereira donde un familiar.

Está incluida en el Registro Único de Victimas. La UARIV le reconoció por la muerte de su esposo, una ayuda de once millones de pesos a ella  y a cada uno de sus hijos dos millones ochocientos mil pesos, hace aproximadamente cinco años. La ayuda que solicita ahora es por el desplazamiento forzado.
Actualmente convive con Ariel su hijo, en una casa propia que le dieron como indemnización por un terremoto. Él tiene 36 años, es discapacitado, tiene retraso mental auditivo, no habla y a veces “se le va la memoria”. Su hija Luz Angélica que vive en el primer piso de su casa junto a otro de sus hijos es quien paga los servicios, la alimentación se la dan en ocasiones entre los hijos que trabajan cuando tienen o ella misma cuando trabaja arreglando apartamentos. Agregó que desde el mes de diciembre no trabaja por razones de salud. No recibe ingresos adicionales ni cuenta con una pensión.
3. RESPUESTA A LA DEMANDA

3.1. SECRETARÍA DE GOBIERNO

El Secretario de Gobierno Municipal De Dosquebradas, manifestó que desde  1996 a la fecha, gracias a las ayudas del Estado la señora María Gladis Obando ha superado la situación de vulnerabilidad  de ella y su familia, pues como lo manifestó tiene casa propia de dos plantas y fue indemnizada por la muerte violenta de su esposo además de las ayudas humanitarias que recibió en distintas ocasiones hasta que sus hijos crecieron y organizaron sus vidas.

Considera que no son las entidades de orden estatal las llamadas a  resolver las peticiones de la accionante pues su situación de desplazada de hace varios años la ubica en la situación que la ley contempla, para que cesen las ayudas humanitarias de emergencia  por parte de estas, por tanto las secretarias de gobierno municipal y la secretaria de hacienda del municipio deben ser desvinculadas pues no les corresponde atender las necesidades de la accionante y le  corresponde a la UARIV  asumir este compromiso.
La señora María Gladys Obando salió de Santuario hace más de 21 años y desde esa época a la fecha ha recibido la ayuda humanitaria de parte de las instituciones encargadas de la atención a la población vulnerable por encontrarse inscrita en el Registro Nacional de Victimas es que ha tenido la atención adecuada.
El  Municipio de Dosquebradas, secretaria de gobierno y hacienda no han vulnerado derechos de la accionante pues la atención permanente a la población desplazada corresponde a la UARIV y no a los entes territoriales. Evocó los principios de progresividad y gradualidad contemplados en la ley 1448 de 2011 artículos 17 ,18 y 19.

Ha transcurrido demasiado tiempo entre la época en que se suspendieron las ayudas  para hacer reclamaciones tardías, cuando ya se han superado las condiciones de vulnerabilidad que existían, pues claramente sus hijos ya crecieron y cada uno tiene su forma de vida, por lo que es su  obligación por disposición legal asumir las necesidades de su madre y su hermano  sin embargo son sus hijos quienes aún viven  con sus familias en casa de la mamá y sin pagarle arriendo. Al respecto citó los artículos 411 ,414 y  424  del Código Civil Colombiano sobre obligaciones alimentarias.
Pretender obtener mediante a acción de tutela amparos permanentes suena a una abierta expresión de oportunismo. Mencionó lo señalado por la Corte Suprema de Justicia para evitar que esta se convierta en un instrumento para destinar partidas presupuestales imposibles
; Respecto a los requerimientos de prosecución  y prorroga de las ayudas manifestó que corresponde a la UARIV definir la prórroga de las ayudas que la accionante pueda requerir. Sin embargo, con base en  el principio de inmediatez la tutela resulta improcedente pues ha transcurrido mucho tiempo para el reclamo de ayuda, lo que hace ineficaz la estimación del perjuicio irremediable que alega la accionante.
Por lo anterior solicitó  se declare la improcedencia de la acción incoada por no haberse vulnerado derecho alguno y por omisión al principio de inmediatez. 

3.2. SECRETARÍA DE HACIENDA Y FINANZAS DE DOSQUEBRDAS
El secretario de despacho de la  Secretaria de Hacienda y Finanzas públicas manifestó que no existe un derecho constitucional que salvaguarde la exoneración del pago de impuesto predial, sin embargo  se consideran como principios para garantizar bases fundamentales, la  dignidad humana, el mínimo vital y el derecho a una vivienda digna, los cuales no le están siendo vulnerados a la señora Obando Castaño.

Citó los artículos 585 y 591 del acuerdo 028 de 2014 donde se plantea que la población desplazada esta exenta del pago de impuesto predial por cinco años y según los hechos relatados por la accionante fue desplazada en el año 1996, por lo que infiere que a la fecha ha transcurrido mucho más de ese término. Además la vigencia de dicho acuerdo comenzó el 1 de enero de 2015, por lo que realizar una exención del pago seria desmedido y arbitrario.
Solicitó ser desvinculados de la acción constitucional interpuesta.
3.3. CONSORCIO COLOMBIA MAYOR

Sandra Mariett Torres Moreno dio contestación a la acción de tutela en los siguientes términos:
Se consultó la base de datos   del Fondo de Solidaridad Pensional y se observó que la accionante no es y nunca ha sido beneficiaria del programa Colombia Mayor, tampoco se encuentra en el listado de priorización de potenciales beneficiarios.
No existe evidencia de que el municipio de Dosquebradas u otro ente territorial haya enviado ficha de priorización de la señora María Gladys Obando Castaño, pues una vez consultada la información con el encargado de validar los documentos requeridos para la priorización del adulto mayor, no se observa que se haya recibido el paquete de fichas de priorización que correspondan a la accionante.

El Municipio de Dosquebradas debe remitir la documentación requerida para iniciar el trámite de vinculación al programa Colombia Mayor de la accionante teniendo en cuenta lo establecido en el Manual Operativo del este programa, expedido por el Ministerio de Trabajo, en la resolución 1370 de 2013.
No es posible dar respuesta positiva a las pretensiones de la accionante, pues legalmente el adulto mayor que aspire ingresar al programa debe someterse al proceso previsto para tal efecto lo cual implica un cumplimiento de requisitos, ser priorizados y estar en una lista de espera que no se puede vulnerar.
La acción debe encaminarse en contra de la UARIV, debido a que esta  debe resolver de fondo la mayoría de peticiones que trae la acción de tutela. La vinculación del Consorcio Colombia Mayor  conlleva a una indebida legitimación en la causa por pasiva pues quien debe realizar los trámites administrativos para dar solución  es el municipio de Maicao- La guajira (sic).
El Fondo de Solidaridad Pensional, es una cuenta especial de la Nación sin personería jurídica y adscrita al Ministerio de Trabajo por lo que solicitó la vinculación  del mismo a la actuación para que pueda ejercer su derecho a la defensa y evitar futuras nulidades procesales.
Por lo anterior solicitó la desvinculación del consorcio Colombia Mayor  2013 por falta de legitimación en la causa por pasiva y desechar las pretensiones de la actora.
3.4 UNIDAD PARA LA ATENCION Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VICTIMAS.
El encargado  de la Dirección de Gestión  Social y  Humanitaria se pronunció en los siguientes términos:

La señora María Gladys Obando Castaño se encuentra incluida en el Registro Único de Victimas.

El derecho de petición presentado por la señora María Gladys Obando fue atendido  y contestado de fondo conforme a la ley mediante comunicación radicada al número 201772022860021  del 5 de septiembre de 2017. 

El hogar de la accionante fue sujeto del procedimiento de identificación de carencias arrojando como resultado la suspensión definitiva de la atención humanitaria. Esto no significa que el hogar ya no sea sujeto de atención, por el contrario, se  apoyará a estos hogares a seguir avanzando en la ruta de superación de situación de vulnerabilidad y será focalizado para las demás medidas de reparación integral a las que no haya accedido

La decisión en el caso de la señora María Gladys Obando y su familia, fue adoptada y debidamente motivada mediante acto administrativo No. 0600120171249488 de 2017, el cual le fue notificado personalmente el 14 de junio de los corrientes a la accionante, quien contaba con un mes a partir de la notificación del acto, para interponer los recursos de ley. Al no hacer uso de los recursos el acto administrativo quedó en firme.
Respecto a la indemnización por el homicidio del señor Raúl Arroyave Castañeda se realizó la verificación  en bases de datos y se observa que la accionante como víctima indirecta y compañera permanente de la víctima directa, hizo el respectivo cobro de la indemnización administrativa. Por tanto no es procedente para la Unidad para las Victimas reconocer la indemnización administrativa por Homicidio.
Se configura un  hecho superado, pues se demostró haber atendido, de manera clara y de fondo, la solicitud realizada por el accionante dando respuesta a los hechos invocados que fundamentan la acción.
Por lo anterior se solicitó negar la acción de tutela presentada y declarar un hecho superado.
3.5 MINISTERIO DE TRABAJO
Dalia María Ávila Reyes, asesora jurídica manifestó que el Ministerio del Trabajo no es el encargado de las  ayudas humanitarias, la indemnización por desplazamiento forzado y proyectos productivos de generación de ingresos, por lo que desconoce si la accionante ha sido desplazada o se encuentra en estado de vulnerabilidad.
Respecto al programa Colombia mayor, la señora María Gladis Obando Castaño no aparece registrada como beneficiaría o como priorizada (en lista de espera).Para acceder al subsidio del programa y si cumple con los requisitos indicados en la norma, la accionante puede acercarse a la Alcaldía Municipal de su lugar de residencia y presentar la documentación correspondiente para iniciar proceso de priorización. Ello  no significa el otorgamiento del subsidio, pues se requiere que haya cupos disponibles ya sea por ampliación de cobertura o por liberación de cupos. 
Según  lo manifestado  por la accionante, es claro que no hay un estado de vulnerabilidad y extrema pobreza, pues ya recibió indemnización por la muerte  de su esposo, igualmente, no se evidencia un perjuicio irremediable al no ser parte del programa Colombia Mayor, pues cuenta con una vivienda otorgada por el Gobierno Nacional.
Es competencia de  este Ministerio, realizar la  ruta de empleo como medida de reparación integral, la cual procede una vez la victima haya transitado efectivamente por la ruta de generación de ingresos como medida de asistencia y atención, cuya materialización corresponde a otras entidades designadas por dicha normatividad.

El derecho al trabajo no debe entenderse como un derecho absoluto e incondicional a obtener empleo. Las obligaciones del Estado en relación con este, están orientadas a garantizar la formación para el trabajo, la intermediación laboral y unas condiciones de trabajo dignas y decentes, así como restituir las capacidades laborales de las víctimas 
Por lo anterior  solicitó desvincular al Ministerio del Trabajo pues no  han vulnerado los derechos invocados por la accionante. 
DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 13 de septiembre de  2017 el Juzgado 1° Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda, resolvió i) No tutelar los derechos solicitados  por la accionante ii)requerir a la Unidad Para la Atención y Reparación Integral a las Victimas para que brinde acompañamiento y asesoramiento a la señora Obando; ii)Requerir al Municipio de Dosquebradas a través de la Secretaria Correspondiente  para que proporcione a la accionante una asesoría clara, precisa y entendible sobre los procedimientos para acceder al programa Colombia mayor (Fls. 79-85).
Dicha decisión fue notificada al accionante  personalmente el 14 de septiembre de 2017 (Fl.86.) 
4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

El 19 de septiembre  de 2017, la señora María Gladys Obando Castaño, presentó impugnación al fallo  de primera instancia donde en síntesis manifestó lo siguiente (Fls. 90-91):

El juez actuó en favor de la Unidad Para la Atención y Reparación Integral a las Victimas, sin tener en cuenta sus argumentos ni los pronunciamientos de la Corte Constitucional para la protección a la población desplazada.

No se puede considerar que no existe un estado de vulnerabilidad por el hecho de tener otros tres hijos pues ellos deben velar y cubrir las necesidades básicas de sus propios hogares.

Ha sobrevivido hasta la fecha  pese a su situación de desplazada y le pagaron la indemnización por la muerte de su esposo, sin embargo no significa que  esa suma le alcanzara para sostenerse y a sus hijos máxime cuando debió levantar a todos sus hijos teniendo en cuenta que su desplazamiento fue hace más de 20 años. El el dinero de la indemnización,  fue destinado para arreglos a su casa pues se la entregaron en obra negra.
Cumple con los requisitos para ser priorizada e indemnizada según el decreto 1377 de 2014 y la resolución 223 y 1006 de 2013.

Cuenta con una vivienda a causa de una contingencia sufrida en el año 1999 a causa de un terremoto que evidencia todo lo que ha sufrido.

El juez no tuvo en cuenta que además de la indemnización solicitó la ayuda humanitaria hasta que supere su difícil situación.

Respecto a la exoneración del impuesto predial considera que es su derecho pues no cuenta con  el dinero  para pagarlos, no tiene empleo y sus hijos algunos trabajan solo por días y  tienen otras obligaciones por tanto, la responsabilidad de su hijo discapacitado es totalmente suya y pagar dicho impuesto afectaría su subsistencia.

Conforme a lo expuesto solicitó que se revoque el inciso primero de la sentencia proferida por el Juzgado 1° del circuito de Pereira. Se declare procedente la acción de tutela y se ordene la priorización para ser indemnizada o en su defecto el otorgamiento de prórrogas de ayuda humanitaria así como exoneración del impuesto predial. 

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5.  El tema de la población desplazada en Colombia ha sido debatido ampliamente por el Tribunal Constitucional, por la especial protección de que gozan quienes padecen este flagelo, como consecuencia de la condición de marginalidad y extrema vulnerabilidad. En este sentido, la sentencia T-563/05 indicó:
"En efecto, debido a la masiva, sistemática y continua vulneración de derechos fundamentales de la que son objeto, estas personas se encuentran en una especial condición de vulnerabilidad, exclusión y marginalidad, entendida la primera como aquella situación que sin ser elegida por el individuo, le impide acceder a aquellas garantías mínimas que le permiten la realización de sus derechos económicos, sociales y culturales y, en este orden, la adopción de un proyecto de vida; la segunda, como la ruptura de los vínculos que unen a una persona a su comunidad de origen; y, la tercera, como aquélla situación en la que se encuentra un individuo que hace parte de un nuevo escenario en el que no pertenece al grupo de beneficiarios directos de los intercambios regulares y del reconocimiento social. Estas dramáticas características convierten a la población desplazada en sujetos de especial protección constitucional, lo cual debe manifestarse no sólo en el diseño de una política pública de carácter especial, sino en la asignación prioritaria de recursos para su atención, incluso por encima del gasto público social”.  (Subrayas nuestras)
5.6. DEL CASO EN CONCRETO

5.6.1. Acudió la señora Gladys Obando Castaño  a la acción de amparo con el fin de que el juez de tutela interviniera y ordenara a la UARIV que le conceda la ayuda humanitaria de transición  o prórrogas de ayuda humanitaria; la indemnización por el homicidio de su esposo y por el desplazamiento forzado; Conminar a las entidades necesarias a fin de que se le otorgue un proyecto productivo de generación de ingresos, se le exonere del pago del impuesto predial y ser incluida en el programa de Colombia Mayor.

5.6.2. Respecto al desplazamiento forzado, se han creado las Leyes 387 de 1997 y la 1448 de 2011, mediante las cuales se ha establecido que una persona en situación de desplazamiento tiene derecho a recibir la ayuda humanitaria.  Sobre la entrega de la ayuda humanitaria y su prórroga, la Corte Constitucional en la Sentencia T-218 de 2014 señaló lo siguiente:
“En principio, la ayuda humanitaria de emergencia debe realizarse conforme al orden cronológico establecido para tal fin. Para la Corte, la acción de tutela no puede convertirse en un mecanismo que permita al accionante eludir el orden de entrega de la asistencia humanitaria, por cuanto ello conduciría a la vulneración del derecho a la igualdad de aquellas personas que no acudieron a la acción de tutela y se encuentran en circunstancias idénticas frente a quien sí lo hizo.[25] No obstante, esta Corporación ha indicado que en algunos casos, la ayuda humanitaria de emergencia podrá ser entregada de forma prioritaria, cuando quiera que resulte evidente que la persona se encuentra en una situación de extrema urgencia y por ende la entrega de la asistencia humanitaria debe tener prelación[26]. De esta manera, es imprescindible que se tome en consideración los diferentes grados de vulnerabilidad que presentan los peticionarios, quienes, a pesar de encontrarse todos en situación de desplazamiento forzado por la violencia, pueden poseer características que hagan procedente un trato diferenciado y una protección doblemente reforzada a causa de su condición de pertenencia a una minoría como, por ejemplo, ser madre cabeza de familia, presentar algún tipo de discapacidad, ser menor de edad o adulto mayor, la pertenencia a una minoría étnica o racial.[27]

(…) 6.1. Esta Corporación ha considerado que no reconocer la prórroga de la ayuda humanitaria bajo la falsa premisa según la cual el simple paso del tiempo disminuye la condición de vulnerabilidad de la población desplazada, desconoce las condiciones materiales y las circunstancias fácticas en las que se encuentra esta población, razón por la cual no puede ser el criterio para negar la ayuda humanitaria [40].  Por el contrario, en muchas ocasiones, algunos grupos dentro de la población desplazada presentan rasgos de vulnerabilidad que se acrecientan con el paso del tiempo, como lo es el caso de los adultos mayores[41], respecto de quienes la Corte Constitucional en sede ordinaria de tutela ha ordenado que la prórroga de la ayuda humanitaria se realice de manera automática, es decir, de manera ininterrumpida y sin necesidad de condicionarla a una verificación previa hasta que se demuestre que el afectado si está en condiciones de auto sostenerse.[42]

(...)  Bajo estas circunstancias, para la Corte resulta justificado que el Estado continúe prestando la ayuda humanitaria que sea requerida hasta que la situación de especial vulnerabilidad sea superada o haya finalizado.[37] Para ello, es indispensable que se analice en cada caso concreto, la situación particular de quien la solicita, pues “así como el Estado no puede suspender abruptamente la ayuda humanitaria de quienes no están en capacidad de auto sostenerse, tampoco pueden las personas esperar que vivirán indefinidamente de dicha ayuda.”

5.5. En conclusión, (i) las autoridades competentes deben evaluar las condiciones particulares de cada caso, para establecer si persisten las circunstancias de vulnerabilidad, marginalidad e indefensión de las personas desplazadas que solicitan la ayuda y (ii) en el evento de que estas circunstancias persistan, la entrega de la ayuda debe realizarse según lo dispuesto en la sentencia C-278 de 2007[39], es decir, hasta que el afectado esté en condiciones de asumir su propio sostenimiento. (Subrayas fuera de texto)
5.6.3. Señala la accionante que el Juez de primera instancia no tuvo en cuenta que además de la indemnización solicitó la ayuda humanitaria hasta que supere su difícil situación. Al respecto se tiene que la Unidad para la Reparación Integral a las Victimas,  manifestó que, dio respuesta a la solicitud de atención humanitaria hecha por la accionante, informando que tanto ella como los  demás miembros de su hogar fueron sujetos del proceso de identificación de carencias y la decisión adoptada fue debidamente motivada mediante acto administrativo No. 0600120171249488 de 2017
 en el que se consideró que:

MARIA GLADIS OBANDO CASTAÑO, integrante del hogar, participa o participó en el programa de “Ruta de Ingresos y Empresarismo del Departamento para la Prosperidad Social - DPS, lo que nos permite deducir la diligencia del Estado colocando a disposición de la víctima toda la estructura, tendiente a contribuir en la formación, fortalecimiento de ideas productivas y desarrollo de nuevas capacidades productivas y empresariales.

Por lo anterior, el beneficio del subsidio recibido, le permite cubrir como mínimo el alojamiento temporal y alimentación básica, componentes propios de la subsistencia mínima.

(…) no se evidenció en este hogar la presencia de una situación de extrema urgencia y vulnerabilidad asociada al hecho victimizante de desplazamiento forzado de acuerdo  con el numeral 5 del artículo 2.2.6.5.5.10 del Decreto 1084 del 2015, es posible determinar que nos encontramos ante un hogar cuyo desplazamiento ha ocurrido con una anterioridad igual o superior a diez (10) años con respecto a la fecha de la solicitud. Además, también se encontró que, con posterioridad a la medición de carencias realizada por la Unidad para las Víctimas, este hogar no está en situación de extrema urgencia y vulnerabilidad, razón por la cual esta Dirección Técnica procede a realizar la suspensión definitiva de la entrega de la atención humanitaria.

(…) dentro del hogar existen personas con capacidad productiva que permiten generar fuentes de ingresos para cubrir parcialmente los componentes de alojamiento temporal y alimentación, básica de subsistencia, razón por la cual, la Unidad de para las Víctimas procede suspenderá definitivamente la entrega de la Atención Humanitaria.(subrayas nuestras)
Dicho acto le fue notificado a la señora María Gladys Obando personalmente el 14 de junio de 2017
, haciéndole saber que  contaba con el término de  un (1) mes a partir de la notificación del acto administrativo para interponer los recursos de reposición y/o apelación, garantizando así su derecho al debido proceso y contradicción sobre el cual no se tiene conocimiento si fueron interpuestos o no.
Por lo anterior se considera que la accionante no cumple las calidades de beneficiaria de ayudas humanitarias que brinda a  la UARIV. Sin embargo  el A quo indicó que la señora Obando Castaño no se encuentra incluida dentro de un plan de reparación integral a fin de acceder a esta indemnización, por lo que requirió a dicha entidad para que proceda a acompañar y brindar la asesoría necesaria a la señora María Gladis para que realice los trámites en los términos pertinentes para que se determine si tiene derecho o no a dicho reconocimiento.
5.6.4 Por otra parte  la accionante insiste en la exoneración del impuesto predial y alega no tener  el dinero  para pagarlo pues no tiene  empleo y sus hijos no pueden sufragar sus gastos.
Frente al tema de exoneración del pago de impuesto predial, la ley 1448 de 2011 incorporó la obligación legal, en cabeza de las entidades territoriales, de desarrollar sistemas de alivio o exoneración del impuesto predial para aquellas personas que se vieron forzadas a abandonar el predio o hayan sido despojadas de este. Al respecto  la Corte Constitucional en la Sentencia T-380 de 2016  señaló lo siguiente:
4. Las víctimas de desplazamiento forzado deben ser beneficiadas con medidas de alivio tributario sobre el pago del impuesto predial causado frente al inmueble del que fueron despojadas, por las vigencias fiscales ocurridas mientras el predio se encuentre abandonado y hasta tanto no se supere la situación victimizante del peticionario, en atención al principio de solidaridad constitucional y a lo dispuesto en la Ley 1448 de 2011. Reiteración jurisprudencial (subrayas fuera de texto)
Es claro que este no es el caso de la señora María Gladis Obando Castaño pues el inmueble sobre el cual pretende hacer valer el beneficio de exoneración del pago de impuesto predial fue adquirido con posterioridad a su desplazamiento, por tanto no puede ser absuelta de su obligación.
Según el acuerdo 028 de 2014, donde se fija el estatuto tributario municipal del municipio de Dosquebradas existen beneficios y exenciones para la población desplazada respecto al pago del impuesto predial se dice:
ARTÍCULO 591: Las personas víctimas de desplazamiento forzado quedarán exentas por cinco (5) años del pago de las obligaciones tributarias a su cargo determinadas en los impuestos Predial Unificado, Industria y Comercio y sus complementarios de Avisos y Tableros, así como la sobretasa bomberíl; los cuales se causen a partir de la adquisición y registro del inmueble adquirido, o del registro e inscripción del establecimiento de comercio en la Secretaría de Hacienda Municipal. 
ARTÍCULO 592: El interesado beneficiario de la exención referida en el artículo anterior, deberá acreditar tal condición con la certificación que para el efecto expida la Personería Municipal o el Departamento Para la Prosperidad Social – DPS. 

Sin embargo según lo declarado por la accionante en su impugnación adquirió el inmueble después del año 1999 cuando desafortunadamente fue damnificada por un terremoto. Tampoco se tiene conocimiento si la señora Obando Castaño ya acreditó frente a la entidad pertinente su condición de desplazamiento para beneficiarse de dicha exención. Fuera de lo anterior ya venció el término de cinco (5) años previsto en el citado acuerdo 
Por lo anterior y frente a la actuación de las entidades demandadas, esta Sala concluye que  el fallo estudiado se ajustó a los lineamientos jurisprudenciales para no tutelar los derechos deprecados por la señora María Gladis Obando. En tal virtud, se confirmará el fallo estudiado.
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 13 de septiembre  de 2017 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas, dentro de la acción de tutela presentada por María Gladis Obando Castaño en contra de la Unidad Para la Atención y Reparación a Victimas .
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
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